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			Resumo: Este artigo examina como o Dixital Services Act da Unión Europea regula o perfil específico da resposta a crise por parte das redes sociais, tal como defínese no artigo 36 do DSA e o Considerando 91. Céntrase nos mecanismos a través dos cales as redes sociais, en situacións de emerxencia, deben frear a proliferación de desinformación que poida contaminar os fluxos de información. Neste contexto, o artigo traza o camiño histórico que conduciu á redacción do DSA, marcando un cambio no enfoque regulatorio en comparación co pasado e propoñendo unha regulación máis unilateral e robusta. Ao mesmo tempo, mostra como, para manter un equilibrio de dereitos que evite formas de censura, o DSA non opta por obrigacións directas cara ás redes sociais ao ditar as modalidades de xestión da desinformación, senón que deixa unha ampla marxe de discreción, obrigándoas a levar a cabo actividades de moderación con transparencia e responsabilidade.

			Resumen: Este artículo examina cómo el Digital Services Act de la Unión Europea regula el perfil específico de la respuesta a crisis por parte de las redes sociales, tal como se define en el artículo 36 del DSA y el Considerando 91. Se centra en los mecanismos a través de los cuales las redes sociales, en situaciones de emergencia, deben frenar la proliferación de desinformación que pueda contaminar los flujos de información. En este contexto, el artículo traza el camino histórico que condujo a la redacción del DSA, marcando un cambio en el enfoque regulatorio en comparación con el pasado y proponiendo una regulación más unilateral y robusta. Al mismo tiempo, muestra cómo, para mantener un equilibrio de derechos que evite formas de censura, el DSA no opta por obligaciones directas hacia las redes sociales al dictar las modalidades de gestión de la desinformación, sino que deja un amplio margen de discreción, obligándolas a llevar a cabo actividades de moderación con transparencia y responsabilidad.
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			Abstract: This paper examines how the Digital Services Act (DSA) of the European Union regulates the specific profile of crisis response by social networks, as defined by Article 36 of the DSA and Whereas 91. It focuses on the mechanisms through which social networks, in emergency situations, must curb the proliferation of disinformation that risks polluting information flows. In this context, the paper traces the historical path that led to the drafting of the DSA, marking a shift in regulatory approach compared to the past and proposing a more unilateral and robust regulation. At the same time, it shows how, to maintain a balance of rights that avoids forms of censorship, the DSA does not opt for direct obligations towards social networks by dictating the modalities of disinformation management, but leaves ample room for discretion, while obliging them to carry out moderation activities with transparency and responsibility.
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			Summary: 1. “Emergency law” as part of Administrative Law. 2. Administrative law and the control of disinformation in emergencies. 3. A new rule on a specific aspect: managing disinformation on social media during emergencies. 4. The doubts and criticisms addressed to the provision. 5. Bibliografía.

			1	“El derecho de emergencia” como parte del derecho administrativo 

			El derecho administrativo es una disciplina dinámica que, al igual que otros ámbitos jurídicos, evoluciona con el tiempo. Incluso dentro de un marco relativamente estable, puede dar lugar a la progresiva aparición de nuevas subdisciplinas, en respuesta a la evolución de la sociedad y sus transformaciones, marcadas por nuevas sensibilidades, necesidades, visiones del mundo y contrastes sociales1.

			Dentro del derecho administrativo, hay numerosos ejemplos significativos de estos cambios y evolución, como el surgimiento del derecho ambiental en la segunda mitad del siglo XX. Hace cien, o incluso solo cincuenta años, no se consideraba un ámbito jurídico, ya que no existía una sensibilidad social generalizada que justificase su estatus como área de derecho2. El derecho de las telecomunicaciones ha experimentado una evolución similar: también surgió en la segunda mitad del siglo XX tras el desarrollo general de los medios de comunicación de masas y las tecnologías de la información y comunicación (TIC)3. 

			Por otra parte, el siglo XXI se caracteriza por el desarrollo de nuevas ramas dentro del derecho administrativo, así como por la creciente relevancia de subdisciplinas que, si bien ya existían, ahora adquieren una notable relevancia4. Una de ellas, que desempeña hoy un papel destacado en el escenario internacional, podría denominarse “el derecho administrativo para las emergencias”5.

			El derecho de emergencia es una subcategoría del derecho administrativo que abarca un conjunto de normas e instituciones jurídicas para la regulación y gestión de situaciones imprevistas, caracterizadas por la imprevisibilidad y la urgencia, que se apartan de acontecimientos que entran dentro de lo previsible6.

			Dada su vinculación esencial con las funciones nucleares del gobierno, este ámbito representa un componente primario del derecho administrativo, y no meramente accesorio. Toda entidad gubernamental, ya sea estatal, autonómica o local, tiene como obligación primordial la gestión de las emergencias y la restauración de la normalidad ante hechos imprevistos y disruptivos7.

			Un ejemplo es la administración medioambiental, cuya función principal podría considerarse la gestión de situaciones de emergencia, más que de las cotidianas8.

			Por lo tanto, podría darse la paradoja según la cual el “derecho de emergencia”, pese a su carácter excepcional respecto de las normas ordinarias, se aplique con mayor frecuencia que estas últimas. Incluso cabría afirmar que, en la gestión administrativa, “la emergencia es la normalidad”9.

			En todo caso, el derecho de emergencia se caracteriza por su capacidad para incidir en múltiples ámbitos de la actuación administrativa, estableciendo con frecuencia regímenes excepcionales y derogaciones respecto del orden normativo ordinario. Entre los sectores particularmente afectados por estas disposiciones excepcionales, se encuentran los relativos a la gestión financiera, la utilización de recursos públicos y la gestión del medio ambiente10.

			Otro objetivo de nuestro análisis es explorar el derecho de emergencia desde una perspectiva específica: la gestión de la información. En particular, se examinará el impacto de situaciones de crisis sobre la regulación de la información en redes sociales y en internet, con especial atención a los marcos normativos más recientes adoptados dentro de la UE que delimitan el papel del Estado.

			 2	La desinformación en situaciones de emergencia: un problema de antes y de ahora 

			Al abordar la cuestión de cómo regular la información en situaciones de emergencia, partiremos de una primera consideración. El concepto de “emergencia” es intrínsecamente amplio. Los acontecimientos que pueden calificarse como emergencias son diversos, heterogéneos, con características muy distintas entre sí11.

			En primer lugar, los eventos clasificados como emergencias pueden diferenciarse entre sí en función de su voluntariedad. Las emergencias pueden categorizarse como desastres naturales, independientes de la intervención humana, o desastres directamente atribuibles a la acción humana. Además, existen emergencias “híbridas”, como las inundaciones, que están influenciadas por factores tanto naturales como antropogénicos. 

			Las emergencias también pueden diferir considerablemente en su relación con el tiempo: en ocasiones pueden ser acontecimientos inmediatos que transforman una situación en cuestión de minutos, como la erupción de un volcán; en otros casos, puede tratarse de procesos muy lentos que se desarrollan a lo largo de décadas, como el cambio climático.

			El espacio es otro factor que puede variar significativamente en situaciones de emergencia. Algunas pueden tener un alcance global, como en el caso de una pandemia12, que llega hasta las islas más remotas, pero en otros casos se limitan a un área reducida, sin afectar a los que se encuentran fuera de esta zona, como una guerra civil13.

			No obstante, a pesar de esta heterogeneidad, siempre existe un elemento común que une a todas las situaciones de emergencia: la desinformación, que se propaga rápidamente a través de internet y las redes sociales14.

			De hecho, en todos los tipos de emergencia descritos, la información sigue flujos incontrolables, en los que se pueden mezclar la verdad y la falsedad, dificultando (o imposibilitando) su distinción. En este marco, dominado por la incertidumbre, los debates se polarizan, y se genera un bucle de informaciones falsas y discursos de odio que escapan fácilmente a todo control15.

			Dicho de otra manera, se puede afirmar que cada emergencia no solo presenta un fenómeno primario de crisis material, sino que también da lugar a una erupción paralela de una ‘cámara magmática conceptual’, compuesta por informaciones distorsionadas, opiniones disfrazadas de hechos, falsedades, exageraciones, noticias falsas y polarizaciones. 

			Es importante señalar que este fenómeno no es nuevo, ni pertenece necesariamente a la era de las redes sociales: también ha aparecido durante las grandes crisis y emergencias en épocas antes de internet. 

			Hay ejemplos que incluyen la desinformación y teorías de la conspiración que surgieron en torno a momentos claves de la historia, y que en su día se consideraban emergencias de un enorme impacto, como el asesinato de John F. Kennedy en 1963, que dio lugar a innumerables teorías conspirativas que han sido objeto de numerosos estudios. Otro ejemplo son las noticias falsas que surgieron en torno a los atentados terroristas del 11-S (2001), que demostraron cómo se propaga la desinformación debido a la incertidumbre y fragilidad de las fuentes informativas ante una tragedia inesperada16.

			Esta tendencia de la humanidad a crear y propagar teorías conspirativas en relación con acontecimientos disruptivos, imprevistos e inesperados ha sido ampliamente estudiada por los expertos17.

			Podrían citarse muchos otros ejemplos de fenómenos de emergencia que dan lugar a la desinformación o, al menos, a la incertidumbre informativa. De hecho, se podría decir que, históricamente, casi todo acontecimiento de emergencia ha dado lugar a noticias falsas.

			Al menos tres acontecimientos recientes confirman esta afirmación y han mostrado el aumento del riesgo de “desinformación de emergencia”: la pandemia de 202018, la guerra en Ucrania19 y la crisis entre Israel y Gaza20. Son casos muy distintos, sobre todo el primero, pero comparten el denominador común de la dificultad para gestionar correctamente la información.

			La pandemia de 2020 reviste también especial relevancia, porque generó una “desinformación científica” específica, vinculada a cuestiones médicas y diferenciada de la desinformación más “política” que suele surgir en contextos de guerra y conflicto. Como es sabido, este acontecimiento significativo dio origen al neologismo “infodemia”. El término fue introducido por primera vez por la Organización Mundial de la Salud, que lo definió del siguiente modo: “Una infodemia es un exceso de información, incluida información falsa o engañosa, en entornos digitales y físicos durante un brote epidémico. Da lugar a confusión y comportamientos de riesgo que pueden perjudicar la salud. Además, genera desconfianza en las autoridades sanitarias y socava las acciones de la salud pública” 21. 

			Los ejemplos citados, desde el asesinato de Kennedy a la pandemia de la COVID-19, y la guerra en Gaza, muestran que la conexión entre emergencia y desinformación es una constante en la historia. Dichos acontecimientos, de distinta naturaleza y pertenecientes a períodos diversos, ponen de relieve el carácter persistente de esta relación22.

			Estos ejemplos abarcan desde los tiempos previos a internet y las redes sociales hasta la era actual de la información online y las redes sociales.

			Desde esta perspectiva, se observan dos aspectos. Por un lado, la desinformación en tiempos de crisis no es un fenómeno nuevo, pues es anterior a internet. Por otro lado, resulta evidente que internet, y en particular las redes sociales, han agravado significativamente esta cuestión23.

			Numerosos estudios han abordado este asunto, centrándose en fenómenos que alimentan la desinformación en las redes sociales, como la cámara de eco, el filtro burbuja24, y el efecto Dunning-Kruger, en el cual los individuos sobreestiman su nivel de conocimiento, y la desinformación procedente de fuentes inexpertas se mezcla con la de los expertos, especialmente en ámbitos científicos25.

			Por lo tanto, es evidente que, aunque las redes sociales son una herramienta beneficiosa (al permitir una mayor diversificación informativa en comparación con la televisión), conllevan el grave “efecto colateral” de convertirse, con la misma facilidad con la que permiten una comunicación universal sin filtros, en un verdadero “detonante” de informaciones falsas durante una crisis. En consecuencia, el fenómeno preexistente de las noticias falsas se ve amplificado de manera considerable en las crisis de nuestra era. 

			3	El derecho administrativo y el control de la desinformación en situaciones de emergencia 

			El “terremoto de desinformación” que generan los eventos disruptivos no solo constituye un fenómeno social; también conlleva importantes implicaciones jurídicas.

			De hecho, se podría argumentar que desde una perspectiva administrativa, la gestión de la información y la desinformación es parte integrante de la gestión de emergencias por los poderes públicos.

			Las administraciones públicas tienen que estar preparadas para gestionar las emergencias desde un punto de vista material, pero además deben contener el flujo incontrolado de desinformación, garantizando así una salida lo más ordenada posible de las crisis26.

			En la era actual de la administración electrónica y una sociedad plenamente desarrollada de la comunicación y la información, es evidente que esta función está incluida en las obligaciones vinculadas al principio de buena administración, tal y como lo garantizan las constituciones estatales y las normas europeas27.

			No obstante, hay que aplicar el análisis al plano operativo y práctico, y así plantear la manera en que el poder público pueda cumplir con esta función material y jurídicamente. Es decir, es necesario comprender cuáles son las herramientas operativas e instituciones jurídicas para intervenir en los flujos de información relacionados con situaciones de emergencia28.

			Como veremos a continuación, si bien en el pasado existía un vacío normativo en este campo, hoy contamos con una estructura bien definida para estas cuestiones, y que constituye una innovación fundamental en el paradigma de la regulación administrativa tanto a nivel nacional como supranacional.

			En concreto, el Reglamento (UE) 2022/2065 de Servicios Digitales ahora incluye una disposición que establece obligaciones especiales para las redes sociales durante las crisis. 

			Para comprender plenamente dicha disposición específica, primero habría que entender el contexto más amplio del Reglamento de Servicios Digitales y el nuevo paradigma que esta introduce29.

			La noción de que las redes sociales constituyen un fenómeno que debe ser regulado, y que junto con sus beneficios presentan también excesos que han de ser contenidos y controlados, se ha hecho más evidente en la última década30.

			La comunicación social ha sido objeto de amplios estudios tanto desde una perspectiva social como jurídica, poniendo de manifiesto los efectos distorsionadores de fenómenos como el discurso de odio y la desinformación31.

			Los resultados de estos estudios han demostrado que estos “factores contaminantes” de la información se alimentan de dinámicas degenerativas de la comunicación en línea32 que, aunque no eliminan los aspectos “sanos” de la vida social en la red, sí coexisten con ellos y comprometen su naturaleza pacífica. Ejemplos de este fenómeno incluyen alguno de los efectos negativos ya mencionados, tales como las cámaras de eco, el filtro burbuja33, el “efecto cascada34” y la presencia generalizada del efecto Dunning-Kruger35. 

			Al abordar esta cuestión desde un punto de vista jurídico, resulta evidente que los Estados Unidos y la Unión Europea han adoptado enfoques muy distintos, representando dos paradigmas opuestos en la regulación de los medios de comunicación, internet y las redes sociales. 

			Como es bien sabido, el ordenamiento jurídico estadounidense aplica al problema de la desinformación una filosofía basada en “un mercado libre de ideas”, un principio consagrado en la Primera Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos36. Esta filosofía sostiene que el sistema de información debe autorregularse, sin necesidad de intervención gubernamental. Esta convicción tiene una profunda raigambre en los Estados Unidos, especialmente consolidada en la era de internet y de las redes sociales, y ha conducido a una política de no intervención37. 

			Cuestionar este enfoque es un fenómeno relativamente reciente en los Estados Unidos. En concreto, la red social TikTok ha puesto a prueba este paradigma jurídico, al ser considerada por algunos sectores políticos estadounidenses una fuente de desinformación y una plataforma opaca, sin criterios de gestión claro38. Sin embargo, este debate aún no ha derivado en una intervención gubernamental significativa en la regulación de las redes sociales, lo que sugiere que el principio del “mercado libre de ideas” sigue siendo predominante, privilegiando la diversidad de fuentes informativas frente al control estatal39.

			Este enfoque estadounidense es radicalmente opuesto al de la Unión Europea, caracterizado por una postura más intervencionista en cuanto a la regulación de las redes sociales40.

			El modelo europeo se caracteriza por la intervención activa del poder público, en la que los Estados europeos, los magistrados, las autoridades administrativas y la Comisión Europea pueden intervenir para frenar los efectos distorsionadores de las redes sociales41.

			No obstante, este intervencionismo se contrarresta mediante garantías y cautelas, dada la naturaleza especialmente sensible de la gestión de la información. Concretamente, los gobiernos europeos y la Comisión Europea deben actuar para no menoscabar la libertad de expresión o incurrir en prácticas de censura, puesto que este equilibrio constituye un elemento central en el enfoque europeo del derecho de internet.

			En aras de este difícil equilibrio, históricamente, la intervención europea en las dinámicas de comunicación en internet se ha desarrollado en dos fases, que representan dos paradigmas de enfoques de la autoridad pública respecto a la regulación de las redes sociales dentro de la Unión Europea. 

			La primera fase tuvo lugar en la segunda mitad de la década de 2010 y se caracterizó por un enfoque “horizontal”, basado principalmente en el soft law. En cambio, la segunda fase se está desarrollando en la década de 2020 y se distingue por una orientación más “vertical”, basada en la adopción de normas que imponen obligaciones jurídicas a las redes sociales42.

			Esta primera fase “horizontal” se centraba en fomentar la autorregulación de las plataformas digitales, más que en la imposición de obligaciones legales43. Una de las herramientas más usadas en este sentido consistía en convocar mesas de trabajo en condiciones de igualdad, donde los representantes de las plataformas web pudieran debatir, evaluar buenas prácticas y establecer códigos de autorregulación. 

			En esta fase, las autoridades de comunicación de cada Estado europeo (en el caso de Italia, la AGCOM) desempeñaron un papel fundamental, asumiendo la función de “árbitros imparciales” en esta gestión horizontal del problema44.

			En Italia, el ejemplo más significativo de este modelo de gestión tuvo lugar el 6 de noviembre de 2017, cuando la Autoridad Italiana para las Telecomunicaciones constituyó una “Mesa de Trabajo para la garantía del pluralismo y la veracidad de la información en las plataformas digitales”. Este foro facilitó el diálogo entre los representantes de las principales plataformas en línea, con el fin de compartir buenas prácticas y desarrollar medidas de autorregulación45.

			La mesa de trabajo, operando bajo un modelo de gestión “horizontal”, llevó a cabo una labor inicial de reconocimiento, publicando documentación sobre el estado actual de la desinformación social. Posteriormente, elaboró códigos autónomos, especialmente con ocasión de las elecciones políticas italianas de 2018 y las elecciones europeas de 201946.

			Por tanto, durante la primera fase, el control de las noticias falsas estaba vinculado principalmente a la gestión de eventos políticos y electorales, más que a situaciones de emergencia. Sin embargo, se trató de un avance significativo, ya que constituyó el primer intento de atribuir responsabilidad a las redes sociales y a las plataformas digitales en la gestión de la desinformación difundida a través de sus espacios47.

			Paralelamente, a nivel europeo, la Comisión Europea instó a los gestores de las plataformas digitales a identificar mecanismos de autorregulación, favoreciendo así un enfoque de gobernanza “horizontal” en lugar de una intervención unilateral. Esto dio lugar a la creación del “Código de buenas prácticas de la UE en materia de desinformación”, en el que las redes sociales se comprometieron de manera voluntaria a implementar medidas de moderación y control de contenidos para combatir la difusión de noticias falsas48.

			En particular, dicho documento establece que: “Los signatarios pertinentes se comprometen a invertir en productos, tecnologías y programas [...] que ayuden a las personas a tomar decisiones informadas cuando se encuentren con noticias en línea que puedan ser falsas, incluyendo el apoyo a los esfuerzos para desarrollar e implementar indicadores eficaces de fiabilidad en colaboración con el ecosistema informativo”49. 

			Estos documentos representan tan solo una pequeña parte de una extensa documentación que refleja un enfoque que carecía de instrumentos regulatorios estrictos para las redes sociales, optando en su lugar por la autorresponsabilidad. 

			Aunque, de manera indiscutible, se trataba de un enfoque soft, la mesa de trabajo marcó el comienzo de una fase de concienciación, situando a las redes sociales ante la necesidad de reconocer su poder y, en consecuencia, de asumir cierta responsabilidad en su ejercicio. 

			No obstante, dicho enfoque horizontal también evidenció algunas limitaciones50, y los resultados no siempre han sido buenos51, como han puesto de manifiesto dos acontecimientos en los últimos años en los que las redes sociales se vieron sometidas a una prueba crítica respecto de su capacidad para moderar los flujos de contenido, circunstancias caracterizadas por su carácter imprevisible, a diferencia de los eventos de índole política para los cuales se habían concebido inicialmente los códigos de autorregulación de las plataformas digitales. En concreto, surgieron situaciones de emergencia imprevistas que generaron crisis de una magnitud superior a las previstas en etapas anteriores. Se trata de la emergencia sanitaria derivada de la pandemia de 202052 y, posteriormente, la guerra en Ucrania que empezó con la invasión rusa en 202253.

			En ambos casos, numerosos estudios y observadores detectaron un incremento significativo en los fenómenos de desinformación, que experimentaron una verdadera “detonación”. En el primer caso, como ya se ha indicado, la Organización Mundial de la Salud empleó el término “infodemia”54 para describir la circulación descontrolada de información inexacta o engañosa. 

			Ante estas evidentes pruebas de resistencia, se constató que las redes sociales no eran capaces de contener, de manera autónoma, la propagación de la desinformación. Los mecanismos de gobernanza horizontal y de soft law se revelaron ineficaces o, en el mejor de los casos, extremadamente débiles en un contexto de propagación acelerada de contenidos falsos55.

			Como consecuencia de estas experiencias insatisfactorias, a comienzos de la década de 2020, se produjo una transición hacia una nueva fase regulatoria europea centrada en el control de las redes sociales, caracterizada por un enfoque más “vertical” o descendente, como muestra el Reglamento (UE) n.º 2065/2022 de Servicios Digitales56.

			Este reglamento impone obligaciones jurídicas reales a las redes sociales, abordando de manera sistemática cuestiones relativas a la responsabilidad y la transparencia57.

			La mayoría de las obligaciones previstas en el Reglamento de Servicios Digitales afectan específicamente a las denominadas “plataformas en línea muy grandes”, definidas como aquellas redes sociales y servicios web que cuentan con al menos 45 millones de usuarios activos mensuales. En la actualidad, existen 17 plataformas en Europa que cumplen con esta condición y que por lo tanto están sujetas a este reglamento58.

			4	Una nueva norma para una cuestión específica: cómo gestionar la desinformación en las redes sociales durante una emergencia 

			De especial relevancia es el hecho de que, dentro del amplio objetivo de mejorar la transparencia y la responsabilidad de las redes sociales, el Reglamento de Servicios Digitales incluye una disposición muy innovadora. Su artículo 36 constituye una auténtica novedad dentro del marco regulador general en comparación con otras disposiciones, abordando de manera específica la gestión de las redes sociales en situaciones de crisis, como las emergencias59. 

			“Cuando se produzca una crisis, la Comisión, previa recomendación de la Junta, podrá adoptar una decisión por la que se exija a uno o varios prestadores de plataformas en línea muy grandes o de motores de búsqueda en línea muy grandes que adopten una o varias de las siguientes medidas: a) evaluar si el funcionamiento y el uso de sus servicios contribuyen o es probable que contribuyan de forma significativa a una amenaza grave contemplada en el apartado 2 y, en caso afirmativo, en qué medida y de qué manera; b) determinar y aplicar medidas específicas, eficaces y proporcionadas, como cualquiera de las previstas en el artículo 35, apartado 1, o en el artículo 48, apartado 2, para prevenir, eliminar o limitar cualquier contribución de este tipo a la amenaza grave detectada con arreglo a la letra a) del presente apartado; c) informar a la Comisión, en una fecha determinada o a intervalos periódicos especificados en la decisión, de las evaluaciones a las que se refiere la letra a), el contenido exacto, la aplicación y el impacto cualitativo y cuantitativo de las medidas específicas adoptadas con arreglo a la letra b), así como de cualquier otra cuestión relacionada con dichas evaluaciones o medidas, tal como se especifique en la decisión”60.

			Es una norma que pasó por un largo proceso de desarrollo que duró unos dos años. Redactada en varias fases entre 2020 y 2022, refleja e incorpora las crisis más significativas en el escenario internacional durante ese período61.

			En el primer borrador, esta disposición fue concebida principalmente en el contexto de la pandemia de 2020, con el objetivo de abordar la “infodemia”, es decir, la difusión generalizada de desinformación, particularmente en temas pseudocientíficos, que acompañó a la crisis sanitaria62.

			No obstante, el texto definitivo refleja en gran medida el hecho de que, durante el desarrollo del acto legislativo, tuvieron lugar nuevos acontecimientos globales que también generaron crisis de desinformación. El más relevante es el conflicto entre Rusia y Ucrania, que estalló en marzo de 202263.

			Por lo tanto, la norma ha consolidado su objetivo de contrarrestar la desinformación, trazando un paralelo con el mundo físico, donde construimos barreras para protegernos de los riesgos naturales como las inundaciones y las erupciones volcánicas. 

			El análisis detallado del artículo 36 del Reglamento de Servicios Digitales revela dos preguntas pendientes: una definición precisa de “crisis”, y las medidas que deben adoptar las redes sociales para gestionar la situación64.

			Existen razones legales por las cuales estos aspectos permanecen indefinidos en el reglamento, especialmente en lo referente a las medidas que se deberían adoptar. Esto está relacionado con la necesidad del legislador de equilibrar la imposición de obligaciones a las redes sociales y evitar una interferencia excesiva con la libertad de la información65.

			Sin embargo, un análisis más detallado revela que en realidad no existe tal vacío legal, ya que las respuestas se encuentran en otra parte del reglamento, concretamente en la cláusula 91 de las consideraciones previas, que proporciona la información necesaria para la interpretación del artículo 36 del Reglamento de Servicios Digitales66. 

			Esta cláusula proporciona las claves para identificar las crisis que requieren la aplicación del artículo 36. “En tiempos de crisis puede ser necesario que los prestadores de plataformas en línea muy grandes adopten con urgencia determinadas medidas específicas”. A continuación, explica lo siguiente: 

			“A este respecto, debe considerarse que se produce una crisis cuando se producen circunstancias extraordinarias que pueden dar lugar a una amenaza grave para la seguridad pública o la salud pública en la Unión o en partes significativas de la Unión. Estas crisis podrían derivarse de conflictos armados o actos de terrorismo, incluidos los conflictos o actos de terrorismo emergentes, las catástrofes naturales como terremotos y huracanes, así como las pandemias y otras amenazas transfronterizas graves para la salud pública”.

			Por lo tanto, las condiciones de crisis que determinan la posibilidad de solicitar medidas especiales a las redes sociales son diversas e incluyen emergencias tales como conflictos y terrorismo o desastres naturales como terremotos y pandemias67.

			Así, parece que el artículo 36 del Reglamento de Servicios Digitales requiere principalmente que los responsables de las redes sociales verifiquen cómo podrían contribuir activamente a la agravación de conflictos mediante discursos de odio descontrolados o a la propagación de noticias falsas durante una crisis o pandemia68.

			Incluso la segunda cuestión, aparentemente no resuelta por el artículo 36, es decir, las medidas que deberían adoptar las redes sociales, es aclarada en la cláusula 91 de las consideraciones previas. 

			“Las medidas que dichos prestadores pueden determinar y considerar aplicar pueden incluir, por ejemplo, la adaptación de los procesos de moderación de contenidos y el aumento de los recursos dedicados a la moderación de contenidos, la adaptación de las condiciones generales, los sistemas algorítmicos pertinentes y los sistemas publicitarios, la intensificación de la cooperación con los alertadores fiables, la adopción de medidas de concienciación y la promoción de información fiable y la adaptación del diseño de sus interfaces en línea”.

			Por lo tanto, es posible observar que el reglamento incluye varios elementos claves: el enfoque en la moderación de contenidos, la asignación de mayores recursos para este fin y la orientación hacia fuentes fiables. 

			Una forma de lograr esto es que las redes sociales modifiquen sus algoritmos para priorizar las noticias provenientes de fuentes institucionales sobre las noticias de fuentes no controladas69.

			Sin embargo, hay que señalar que la Comisión Europea (en este caso la autoridad pública) no estipula medidas obligatorias que deben aplicar las plataformas digitales para conseguir el objetivo deseado. Por el contrario, deja plena libertad de acción sobre las estrategias para contener las condiciones de crisis a través del control de la desinformación70.

			La libertad otorgada a las redes sociales para decidir las medidas a adoptar se ve equilibrada por una obligación de transparencia, ya que se les exige informar ex post sobre las actividades realizadas y las medidas implementadas71.

			En este sentido, la cláusula 91 del Reglamento de Servicios Digitales se limita a proporcionar ejemplos de posibles acciones, como se ha indicado anteriormente. Esencialmente, el reglamento urge a los gestores de las grandes plataformas digitales a evaluar su papel en el agravamiento de la crisis y, cuando sea necesario, a informar sobra sus acciones: “Verificar si han influido en el agravamiento de la crisis y, en caso afirmativo, adoptar medidas de manera independiente e informar al final cómo actuaron”72.

			Es importante señalar que esto es probablemente el alcance máximo al que puede llegar una disposición legal. Cualquier intervención más directa o perentoria podría considerarse una interferencia legislativa excesiva y una violación de la libertad de información. 

			En este sentido, el reglamento europeo tuvo que encontrar un equilibrio, responsabilizando a las redes sociales pero, al mismo tiempo, otorgándoles libertad de acción y evitando interferencias indebidas en sus decisiones de gestión73.

			No obstante, a pesar del aparente equilibrio, esta disposición ha generado una considerable oposición y controversia. 

			5	Las dudas y críticas dirigidas a la disposición

			La disposición del Reglamento de Servicios Digitales objeto de nuestro análisis ha generado numerosas controversias y ha suscitado críticas, especialmente por parte de observadores externos que consideran que podría llevar a fenómenos de censura en las redes sociales. 

			Una de estas voces críticas es la Organización Europea de Derechos Digitales (EDRI, por sus siglas en inglés), una red de organizaciones no gubernamentales cuya misión es proteger los derechos humanos en internet. El 12 de abril de 2022, las organizaciones que forman esta red firmaron un documento que, si bien valora algunos aspectos del artículo 36 del Reglamento de Servicios Digitales, también expresa fuertes críticas, alegando que: 

			“El mecanismo propuesto otorga un poder excesivamente amplio a la Comisión Europea para declarar unilateralmente un estado de emergencia a nivel de toda la Unión Europea. Esto permitiría imponer amplias restricciones a la libertad de expresión y al libre acceso y difusión de información en la Unión”74.

			Asimismo, afirma que: 

			“Las decisiones que afectan a la libertad de expresión y al acceso a la información, en particular en tiempos de crisis, no pueden legítimamente ser adoptadas únicamente a través del poder ejecutivo (…) la definición de crisis (actualmente amplia, incluyendo pandemias, terrorismo o “conflictos emergentes”) debe respetar los principios de claridad y especificidad, y no debería facultar a la Comisión para mantener medidas de crisis durante años”. 

			Además, el documento recomienda que “El mecanismo propuesto debe limitar la duración de las medidas adoptadas para paliar las crisis”, y cuestiona “si la Comisión es el órgano adecuado para realizar tal evaluación de manera unilateral, especialmente en tiempos políticamente sensibles y bajo una fuerte presión política de los Estados miembros”. 

			Por el contrario, también es posible que se produzca el problema opuesto, en el que el poder público se vuelva excesivamente dependiente de las redes sociales para la moderación de contenidos, trasladando así el poder desde la esfera pública hacia entidades privadas75.

			Dicho de otra manera, el Reglamento de Servicios Digitales reconoce formalmente el papel significativo que desempeñan las plataformas sociales en la gestión de los flujos de información. En este sentido, no solo legitima dicho poder, sino que también impone a las plataformas la obligación de ejercerlo de manera responsable y transparente. 

			Sin embargo, esta situación podría considerarse una “solución forzada” dentro del marco de los principios y normas del derecho europeo. El poder público no podría actuar de otro modo que no fuera invistiendo a las redes sociales de la responsabilidad de gestionar la información, imponiéndoles además la obligación de rendir cuentas posteriormente. De hecho, una intervención más directa por parte del poder público sería más invasiva y potencialmente lesiva para la libertad de expresión, como ocurriría si las autoridades gubernamentales dictaran criterios directos a las plataformas para la moderación y el filtrado de contenidos.

			En conclusión, la situación general se puede resumir de la siguiente manera: el problema de la desinformación durante las situaciones de emergencia se ve agravado por el incremento de las noticias falsas y los discursos de odio.
Aunque las autoridades públicas no pueden intervenir directamente para controlar estos fenómenos sin vulnerar el marco legal, la acción legislativa a nivel de la Unión Europea ha desplazado la responsabilidad hacia las grandes plataformas digitales, que ahora están obligadas a gestionar la crisis de manera transparente y con rendición de cuentas. 
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